RESUMEN STC 179/1998

- En el núcleo fundamental de la materia de industria se incluyen, entre otras,

las actividades destinadas a la ordenación de sectores industriales, a la

regulación de los procesos industriales o de fabricación y, mas precisamente en

la submateria de seguridad industrial, las actividades publicas, principalmente

d ordenación y policía, relacionadas con la seguridad de las instalaciones y

establecimientos industriales y los productos elaborados en las mismas (STC

203/1992, FJ 2º).

- Reparto de funciones en el ámbito de la seguridad industrial (RTC 243/1994;

313/1994):

-  En materia de seguridad industrial se encuadran:

a)Las actividades públicas relacionadas con la seguridad de las

instalaciones y establecimientos industriales y la de los procesos de

fabricación

b)La seguridad de los productos industriales

-  La actividad pública en relación con la seguridad industrial comprende dos

conceptos:

a)La normalización: la actividad de determinación, mediante reglamentaciones

técnicas, de los requisitos que deben cumplir los productos industriales para

su fabricación, comercialización, importación, venta, instalación o utilización,

en orden a preservar esencialmente la seguridad pública o la salud de las

personas y animales. Hoy en día se encuentra ciertamente condicionada por la

creciente importancia de las Directivas uniformadoras precedentes de la UEE

b)La homologación: la actividad de control del cumplimiento de esta

normativa, mediante la homologación de tipos, la emisión de marcas de

conformidad a la producción, previos los correspondientes ensayos o las

verificaciones de la producción por muestreo, para comprobar que la producción

en serie se ajusta al modelo aprobado o para controlar la veracidad de las

autocertificaciones del propio fabricante o las certificaciones de organismos

acreditados.

En suma, establecer las condiciones de seguridad que deben poseer los productos

industriales que pretenden utilizarse en España y garantizar el cumplimiento de

estas normas, pertenece en principio a la materia de seguridad industrial y

ello con independencia de si los productos son fabricados en España o en otros

países.

Determinar las características técnicas de seguridad de un producto industrial

y controlar su ejecución constituye algo previo, algo más genérico y, en

definitiva, algo distinto de la actividad comercial o, más precisamente, de la

actividad pública relativa a la actividad comercial, por lo que el TC desestima

la pretensión estatal de encuadrarlo dentro de la competencia de “comercio

exterior.

- El Estado tiene atribuida la potestad normativa, por lo que podrá dictar

normas “por razones de seguridad industrial”. Corresponde al Estado establecer

las reglamentaciones técnicas en las que se precisen las condiciones de

seguridad que deben cumplir los productos industriales que pretendan fabricarse,

importarse o comercializarse en España.

- Esta competencia estatal no excluye la posibilidad de que las CCAA que posean

competencia exclusiva en materia de industria puedan dictar también

disposiciones complementarias de las del Estado, siempre que no violen los

mandatos o impidan alcanzar los fines perseguidos por la legislación estatal.

-  A las CCAA les corresponde la competencia de ejecución de esta normativa, de

manera que el Estado carece de facultades ejecutivas en materia de industria, y

en concreto, de seguridad industrial en todo el territorio nacional.

- Dentro de esta competencia de ejecución de las CCAA ha sido encuadrada la

certificación de que un producto concreto le es de aplicación una normativa que

ha sido considerada equivalente en nivel de seguridad a la normativa española

homóloga o, más concretamente, la acreditación de un producto determinado ha

sido fabricado en un determinado país y pertenece a un tipo de producto y que,

en virtud de estas dos circunstancias, le es de aplicación una reglamentación

calificada previamente como equivalente en cuanto a seguridad y protección de

la salud y vida de las personas y de los animales.

- El TC rechazó la pretensión estatal de encuadrar la “seguridad industrial”

dentro de la materia “seguridad pública” (art. 149.1.29 CE). A juicio del TC la

seguridad industrial tiene una conexión específica y más estrecha con la

materia de “industria”, en la que se incluye como submateria las actividades

relacionadas con la seguridad de las instalaciones y establecimientos

industriales y los productos elaborados por las mismas.

- La actividad de certificar la equivalencia en cuanto a las garantías de

seguridad entre las normas de los Estados en los que se elaboran los productos

que se pretenden importar y las reglas técnicas españolas las encuadra el TC

dentro de la materia de industria, y más concretamente, en la de seguridad

industrial. (STC 313/1994)

- El TC ha rechazado incluir en la “materia de planificación general de la

actividad económica” las actividades de normalización y homologación de

productos industriales.

- Tampoco admite incluirla en el título competencial del artículo 149.1.1 en

relación con el artículo 51 CE que permite al Estado regular las condiciones

básicas a fin de salvaguardar la igualdad de todos los españoles en el

ejercicio de sus derechos como consumidores.

Sobre las entidades de inspección y control reglamentario en materia de

seguridad de los productos, equipos e instalaciones industriales (RTC 243/1994;

313/1994):

El Estado puede en virtud de sus competencias normativas establecer las

características que deben poseer estos organismos a fin de garantizar, entre

otros, su independencia, su solvencia económica o su solvencia técnica, aunque

al establecer esta normativa tiene que respetar la regulación autonómica.

Las CCAA pueden dictar normas sobre la organización y funcionamiento interno de

estas entidades colaboradoras de la Administración autonómica y, sobre todo,

las funciones ejecutivas que éstas puedan tener atribuidas y, entre ellas, muy

especialmente, la facultad de otorgar y revocar las autorizaciones a las

Entidades de inspección y control que pretenden actuar en el territorio

autonómico.

- El Estado, en virtud de las competencias normativas que posee en esta materia,

puede establecer los puntos de conexión territorial que estime oportunos para

determinar la CCAA a la que corresponde otorgar la autorización de esas

Entidades que pretenden desarrollar una actuación de alcance superior al

territorio de una CCAA.

- Esta potestad no le permite, sin embargo, atribuirse por esa sola razón de la

extraterritorialidad la competencia sobre dichas entidades.

- Únicamente cabría la atribución estatal cuando la actividad pública que sobré

dichas entidades se ejerce no sea susceptible de fraccionamiento, y aun en este

caso, cuando dicha actuación no pueda llevarse a cabo mediante mecanismos de

cooperación o de coordinación, sino que requiera un grado de homogeneidad que

sólo pueda garantizar su atribución a un único titular, que forzosamente deba

ser el Estado, o cuando sea necesario recurrir a un ente con capacidad de

integrar intereses contrapuestos de varias CCAA.

- Corresponde a las CCAA la facultad de instruir expedientes sancionadores,

suspender temporalmente o revocar definitivamente la autorización concedida a

una Entidad y para cancelar su inscripción registral. El TC considera estas

facultades como complemento indispensable de la competencia para otorgar

autorizaciones y llevar la oficina de registro, propias de las CCAA.

- La suspensión decretada por una CCAA puede tener efectos en todo el

territorio en que la entidad afectada ejerza sus actividades, sin tener

necesariamente que limitarse al ámbito de la CCAA que haya acordado la

suspensión.

- El TC reconoce al Estado, dentro de sus potestades normativas, la capacidad

para regular las condiciones a cumplir por las Entidades para acceder a una

exención de requisitos. Sin embargo, el acto concreto de exención lo considera

un acto de estricta ejecución, por lo que lo atribuye al ámbito de la CCAA.

Registros estatales: El Estado –pese a carecer de competencias de ejecución en

materia de seguridad industrial puede establecer los Registro que estime

necesarios para ejercer sus competencias, aunque el régimen jurídico de dichos

Registros deba respetar las competencias de ejecución que puedan haber asumido

las CCAA.(STC 243/1994)

Es posible constitucionalmente la creación de un Registro único para todo el

Estado que garantice la centralización de todos los datos a los estrictos

efectos de información y publicidad.

Estado en la gestión de ese Registro único debe respetar las competencias

ejecutivas de las CCAA en las actividades que configuren la seguridad

industrial y que abarcan:

- Facultades de autorización

- Facultades de denegación de la autorización en caso de incumplimiento de los

requisitos exigidos

- Inscripción en el registro y cancelación

- y en general, todas aquellas que afectan a la efectiva llevanza del Registro

por las CCAA.
